
78 Viernes 14 abril 2000 BOE núm. 90. Suplemento

Administración para que delimitase las bandas de pro-
tección y que «a raíz de los pronunciamientos de esta
Sala esa delimitación de las bandas se haya hecho en
la Ley Foral 9/1996», según se expresa en el funda-
mento de Derecho 25 C) del Auto de planteamiento.
Lo que entraña, una vez más, un retorno a la premisa
general que ya hemos rechazado en los FFJJ 5 a 8 de
esta decisión al hilo del examen de la duda basada en
el art. 9.3 C.E. y que hemos de rechazar nuevamente
aquí. Pues del contenido de los preceptos cuestionados
de la Ley Foral 9/1996 se desprende con claridad, como
antes se ha dicho, que nos encontramos ante una regu-
lación que es no sólo «formalmente» sino intrínsecamen-
te general y no ante una regulación ad casum del legis-
lador de la Comunidad Foral de Navarra, ni a esta última
conclusión cabe llegar, frente al contenido de dicha Ley
Foral, partiendo de las manifestaciones de representan-
tes políticos, como allí también hemos dicho. De suerte
que al decaer dicha premisa igualmente ha de decaer
la consecuencia que la Sala promoviente de la presente
cuestión pretende derivar de la misma, ya que la posi-
bilidad de control de la actuación de la Administración
en el incidente de ejecución no ha desaparecido para
impedir precisamente que dicho control pueda llevarse
a cabo, sino por efecto de una opción legítima del legis-
lador al atribuir a dicho régimen rango legal, lo que en
modo alguno vulnera el art. 24.1 C.E.

16. A lo que cabe agregar una última consideración:
que en razón de nuestro modelo de jurisdicción cons-
titucional concentrada es cierto que la regulación con
posterioridad a la Constitución de una materia mediante
normas con rango de ley implica que el control de dichas
normas necesariamente se residencie ante este Tribunal.
Pero este elemento básico de nuestro sistema consti-
tucional ha de tenerse presente en relación con el segun-
do aspecto de la duda que nos ha planteado la Sala
de la Audiencia Nacional, pues aunque los órganos juris-
diccionales no puedan fiscalizar las normas con rango
de ley, el art. 163 C.E. y los correspondientes preceptos
de nuestra Ley Orgánica facultan a dichos órganos para
plantear la duda de inconstitucionalidad respecto a una
«norma con rango de ley aplicable al caso y de cuya
validez dependa el fallo» en el proceso a quo (art. 35
LOTC). Lo que pone a su disposición un instrumento
«destinado primordialmente a asegurar que la actuación
del legislador se mantiene dentro de los límites esta-
blecidos por la Constitución» como hemos dicho desde
la STC 17/1981, de 1 de junio.

De este modo, la elevación de una norma reglamen-
taria al rango de ley no excluye su fiscalización, sino
que nuestro Ordenamiento ha previsto que sea deferida
por los órganos jurisdiccionales a este Tribunal Cons-
titucional si dudan de la conformidad de tal norma con
nuestra Constitución. De suerte que, en última instancia,
la decisión del constituyente sobre nuestro modelo de
justicia constitucional implica, como consecuencia por
así decir normal, que el juicio de legalidad que corres-
ponde a los órganos jurisdiccionales sea sustituido por
un juicio de constitucionalidad; juicio en el que este Tri-
bunal podrá apreciar si la finalidad de la ley es o no
constitucionalmente legítima y, además, si entraña o no
una manifiesta desproporción entre los intereses en con-
flicto. En suma, si el legislador ha actuado dentro de
los límites que le traza la Constitución. Y esto es pre-
cisamente lo que en la presente cuestión nos ha plan-
teado la Sala de la Audiencia Nacional respecto al régi-
men de las zonas periféricas de protección de las Reser-
vas Naturales establecido por la Ley Foral 9/1996 y
a lo que hemos dado respuesta en esta decisión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar la presente cuestión de inconstitucio-
nalidad.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de marzo de dos mil.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de
Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás S.
Vives Antón.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—María Emilia Casas
Baamonde.—Firmado y rubricado.

7043 Pleno. Sentencia 74/2000, de 16 de marzo
de 2000. Recurso de inconstitucionalidad
2.805/95. Promovido por el Presidente del
Gobierno respecto del artículo 32 de la Ley
de la Asamblea Regional de Murcia 8/1995,
de 24 de abril, de Promoción y Participación
Juvenil. Competencia para establecer tributos:
exenciones tributarias en favor del Consejo de
la Juventud de Murcia (Sentencia 176/1999).
Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Carles Viver
Pi-Sunyer, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio
Diego González Campos, don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García
Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido
Falla, don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo
Jiménez Sánchez y Doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.805/95,
promovido por el Presidente del Gobierno contra el art.
32 de la Ley de la Asamblea Regional de Murcia 8/1995,
de 24 de abril, de Promoción y Participación Juvenil.
Ha comparecido como única parte el Abogado del Esta-
do, en la representación del Gobierno que por Ley osten-
ta. Ha sido Ponente el Magistrado don Rafael de Men-
dizábal Allende, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 24 de julio de 1995, el Abogado del Estado, en
nombre y representación del Presidente del Gobierno,
interpuso recurso de inconstitucionalidad contra el art.
32 de la Ley de la Asamblea Regional de Murcia 8/1995,
de 24 de abril, de Promoción y Participación Juvenil
(en adelante, L.P.P.J.).

Tras hacer expresa invocación de lo dispuesto en el
art. 161.2 C.E., el Abogado del Estado comienza seña-
lando que la Comunidad Autónoma de la Región de Mur-
cia carece de competencia para dictar un precepto como
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el art. 32 L.P.P.J., que dispone que el organismo autó-
nomo Consejo de la Juventud «gozará de las exenciones
tributarias establecidas o que se establezcan» en favor
de dicha Comunidad Autónoma. En su opinión el pre-
cepto reproducido está redactado en tales términos que
no distingue entre las exenciones y beneficios estable-
cidos en los tributos propios de la Comunidad Autónoma
y aquellos otros que corresponden al Estado o a las
Entidades Locales. De acuerdo con lo previsto en el
art. 133 C.E., la «potestad originaria para establecer tri-
butos corresponde exclusivamente al Estado», mientras
que tal facultad sólo corresponde a las Comunidades
Autónomas y a los Entes Locales «de acuerdo con la
Constitución y las Leyes». De ello deduce la represen-
tación estatal que la Región de Murcia sólo podrá ejercer
competencias tributarias y, por tanto, en materia de boni-
ficaciones y exenciones, dentro del marco establecido
por la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de
Financiación de las Comunidades Autónomas
(L.O.F.C.A.), al amparo de lo previsto en el propio Estatuto
de Autonomía de la Región de Murcia (E.A.R.M.). Con-
forme a ello, y según lo establecido en el art. 17.b)
L.O.F.C.A., la Región de Murcia tiene competencia para
«el establecimiento y modificación de sus propios
impuestos, tasas y contribuciones especiales, así como
de sus elementos directamente determinantes de la
cuantía de la deuda tributaria», claro es que sin invadir
los hechos imponibles sujetos a tributos estatales.

De acuerdo con este planteamiento, el Abogado del
Estado considera que la Región de Murcia sólo puede
establecer exenciones y bonificaciones de sus propios
tributos, por lo que la redacción del art. 32 recurrido,
en la medida en que afecte a los tributos del Estado,
tanto cedidos como no cedidos, está viciada de incons-
titucionalidad por incompetencia. La misma tacha cabe,
en su opinión, oponer al art. 32 L.P.P.J., en cuanto su
tenor literal pueda incluir a los tributos locales, ya que
el art. 6.3 de la propia L.O.F.C.A. permite a las Comu-
nidades Autónomas establecer y gestionar tributos sobre
las materias que la legislación de régimen local reserva
a los Entes Locales, si bien «en los supuestos en que
dicha legislación lo prevea y en los términos que la misma
contemple». Este marco ha sido completado por la
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las
Haciendas Locales (L.H.L.), la cual sujeta el sistema tri-
butario local a la potestad tributaria originaria y exclusiva
del Estado. En la medida en que esta competencia estatal
respecto a los tributos locales está condicionada por
el art. 32 L.P.P.J., queda éste último viciado también
de inconstitucionalidad.

Desde otra perspectiva el Abogado del Estado argu-
menta que el precepto recurrido desborda lo regulado
en los arts. 50 E.A.R.M. y 2.3 L.O.F.C.A. De ambos pre-
ceptos se deriva que la Comunidad Autónoma gozará
del mismo tratamiento fiscal que la Ley establezca para
el Estado. Sin embargo, desde la perspectiva de la lega-
lidad tributaria no se puede identificar el régimen del
Estado y de la Región de Murcia con el de sus corres-
pondientes organismos autónomos. La no identificación
entre el Estado y la Región de Murcia con sus respectivos
organismos autónomos es ilustrada por el Abogado del
Estado desde un triple punto de vista. En primer lugar,
tanto la Ley 61/1978, de 27 de diciembre, reguladora
del Impuesto de Sociedades, como la citada L.H.L., regu-
ladora de los Impuestos de Actividades Económicas y
del de Incremento del Valor de los Terrenos, prevén que
el Estado, las Comunidades Autónomas y sus respectivos
organismos de carácter administrativo estén exentos de
dichos impuestos, pero ello no se extiende a los orga-
nismos autónomos de carácter comercial, industrial,
financiero y análogos. En segundo lugar, la misma Ley
distingue en apartados separados al Estado y a las Comu-
nidades Autónomas, a los organismos autónomos de

carácter administrativo y a los restantes organismos
autónomos, respectivamente [art. 5.1 a), b) y c)]. Por
último, en los Impuestos sobre Bienes Inmuebles y sobre
Vehículos de Tracción Mecánica [arts. 64.a) y 106.2.a)
L.H.L.] se exceptúa a los bienes del Estado y de las Comu-
nidades Autónomas afectos a determinados fines, pero
no se extiende la exención a bienes similares de los
organismos autónomos. Por tanto, concluye el Abogado
del Estado, no siendo identificables, a efectos tributarios,
la Comunidad Autónoma y sus organismos autónomos,
el art. 32 L.P.P.J. vulnera el reparto constitucional de
competencias entre el Estado y la Región de Murcia
respecto a los tributos del Estado y los tributos locales,
al extender al Consejo de la Juventud el mismo trato
fiscal que corresponde a la Región de Murcia. Con fun-
damento en todo lo anterior solicita que el Tribunal dicte
Sentencia declarando la inconstitucionalidad del precep-
to recurrido.

2. La Sección Segunda, por providencia de 25 de
julio de 1995, acordó admitir a trámite el recurso de
inconstitucionalidad, dar traslado del mismo, conforme
al art. 34 L.O.T.C., al Congreso de los Diputados y al
Senado, así como a la Asamblea Regional y al Consejo
de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región
de Murcia, a fin de que, en el plazo de quince días,
puedan personarse en el procedimiento y formular ale-
gaciones; tener por invocado el art. 161.2 C.E., lo que
produce la suspensión de la vigencia del artículo recurri-
do desde la fecha de la interposición del recurso, y publi-
car la incoación del mismo y la suspensión acordada
en los boletines oficiales del Estado y de la Comunidad
Autónoma.

3. Mediante escritos que tuvieron entrada en el
Registro del Tribunal los días 7 y 8 de septiembre de
1995, respectivamente, el Presidente del Congreso de
los Diputados comunicó que la Cámara no se presentaría
en el procedimiento ni formularía alegaciones, y el Pre-
sidente del Senado manifestó su personación y ofreció
su colaboración.

El representante de la Asamblea Regional de Murcia,
mediante escrito presentado en el Registro del Tribunal
el día 25 de marzo de 1995, manifestó que no se per-
sonaría ni formularía alegaciones en el procedimiento.

Mediante diligencia que extiende el Secretario del
Pleno con fecha 18 de octubre de 1999, se hace constar
que, transcurrido con exceso el plazo concedido al Con-
sejo de Gobierno de la Región de Murcia para formular
alegaciones, no se ha recibido escrito alguno al respecto.

4. La Sección Cuarta, mediante providencia de 23
de noviembre de 1995, acordó oír al Abogado del Esta-
do, como única parte personada en el procedimiento,
para que manifieste su opinión sobre el levantamiento
anticipado de la suspensión de la vigencia del precepto
recurrido.

5. Por Auto de 19 de diciembre de 1995, el Pleno
del Tribunal acordó levantar la suspensión del art. 32
L.P.P.J.

6. Por providencia de 14 de marzo de 2000 se seña-
ló el siguiente día 16 del mismo mes y año para deli-
beración y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. En este recurso de inconstitucionalidad es su
objeto, por una parte, el art. 32 de la Ley de la Asamblea
Regional de Murcia 8/1995, de 24 de abril, de Pro-
moción y Participación Juvenil (en adelante, L.P.P.J.).
Dicho precepto establece que el Consejo de la Juventud,
organismo autónomo de la Región de Murcia, «gozará
de las exenciones tributarias establecidas o que se esta-
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blezcan en favor de la Comunidad Autónoma de la
Región de Murcia, salvo que se trate de los tributos cuya
carga tributaria sea posible trasladarla legalmente a otras
personas». El otro elemento de la pretensión deducida
por el Presidente del Gobierno de la Nación, su funda-
mento, esgrime una vulneración del orden constitucional
de competencias y radica en que el citado artículo invade
el ámbito de la potestad tributaria que la Constitución
reserva al Estado y excede, asimismo, las potestades
atribuidas a la Comunidad Autónoma de la Región de
Murcia por las Leyes que, de acuerdo con la Constitución
y su Estatuto, delimitan sus competencias en materia
tributaria. Por ello, la pretendida inconstitucionalidad del
precepto se concreta, exclusivamente, en cuanto a su
aplicación a los tributos estatales y locales.

2. El Abogado del Estado, única parte comparecida
en este procedimiento, ha sostenido que la inconstitu-
cionalidad del artículo recurrido se sustenta en que el
precepto altera las reglas estructurales de nuestro sis-
tema tributario que, a su juicio, se asientan sobre dos
ejes: De un lado, «la potestad originaria para establecer
tributos corresponde exclusivamente al Estado, median-
te Ley» (art. 133.1 C.E.); de otro, «las Comunidades Autó-
nomas y las Corporaciones Locales podrán establecer
y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las
Leyes» (art. 133.2 C.E.); marco constitucional que ha
sido complementado por la Ley Orgánica 8/1980, de
22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades
Autónomas (L.O.F.C.A.), la cual reconoce a éstas la potes-
tad para establecer sus propios tributos, si bien con
sometimiento a las Leyes, de acuerdo con el citado pre-
cepto constitucional. De acuerdo con todo ello, si bien
la Región de Murcia es competente para establecer las
exenciones y bonificaciones que considere oportunas
respecto a sus propios tributos, el art. 32 L.P.P.J. está
redactado en tales términos que no distingue entre las
exenciones de los tributos propios de la Comunidad Autó-
noma y las de los tributos estatales y locales. De ahí
que la inexistencia de tal distinción determina que resulte
inconstitucional al aplicarse a los tributos estatales y loca-
les. Respecto de los tributos estatales, porque impone
a las Leyes estatales reguladoras de los diferentes tri-
butos la necesidad de otorgar al organismo autónomo
Consejo de la Juventud el mismo trato fiscal que las
mismas hayan de conceder a la Región de Murcia. Igual-
mente ocurre respecto a los tributos locales, en la medida
en que el art. 1.1 de la Ley 39/1988, de 28 de sep-
tiembre, reguladora de las Haciendas Locales (L.H.L.)
sujeta al sistema tributario local a la potestad originaria
y exclusiva del Estado.

Por último, y desde otra perspectiva, el Abogado del
Estado considera que también el art. 32 L.P.P.J. resulta
inconstitucional, por vulnerar los arts. 50 E.A.R.M. y 2.3
L.O.F.C.A. De ambos preceptos se desprende que la
Región de Murcia habrá de gozar del mismo tratamiento
fiscal que la Ley reserve al Estado. Sin embargo, la lega-
lidad tributaria vigente no establece para el Estado y
las Comunidades Autónomas idéntico régimen que para
sus respectivos organismos autónomos. De ello deduce
que el artículo 32, al exigir esa equiparación, quebranta
los antedichos preceptos «vulnerando una vez más, res-
pecto de los tributos del Estado y los tributos locales,
el reparto constitucional de competencias entre el Estado
y la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia».

3. Como punto de partida del discurso es obvio que
corresponde a las Comunidades Autónomas la compe-
tencia para regular sus propios tributos, y, por consi-
guiente también para establecer los correspondientes
beneficios y exenciones fiscales, según se establece en
la Constitución y en las Leyes. Y sobre esto mismo hici-
mos hincapié en nuestra STC 176/1999, de 30 de sep-
tiembre, dictada precisamente en un supuesto análogo

al que se suscita en este caso. Allí la parte recurrente,
también el Abogado del Estado, había impugnado un
precepto de la Ley del Parlamento de Cataluña 12/1993,
de 4 de noviembre, de Creación del Instituto para el
Desarrollo de las Comarcas del Ebro, sobre idéntica ale-
gación de que debería haber distinguido entre los tri-
butos propios de la Generalidad, los estatales y los
locales.

Sin embargo, en la Sentencia citada desestimamos
el recurso de inconstitucionalidad. Dijimos entonces que
el principio de interpretación de las normas de confor-
midad con la Constitución, plenamente consolidado en
nuestra doctrina (SSTC 4/1981, de 2 de febrero;
122/1983, de 26 de octubre, y 93/1984, de 16 de
octubre, entre otras muchas), ha de conducir a entender
que el precepto controvertido «tiene como único y exclu-
sivo campo de aplicación el ámbito de competencia del
Parlamento de la Comunidad Autónoma..., órgano legis-
lativo del que emana, máxime si se advierte que dicho
precepto, aunque no está incluido en una Ley tributaria...,
forma parte de una Ley que crea un organismo de la
Administración institucional de aquélla», por lo que debe
entenderse que el Parlamento que aprobó la ley, «como
creador de dicho organismo, sólo puede atribuirle aque-
llos beneficios y exenciones fiscales que está legitimado
para establecer de conformidad con las previsiones del
bloque de constitucionalidad». Lo que nos llevó a concluir
que el precepto «puede interpretarse de modo natural
y no forzado, y sin afectación de la seguridad jurídica,
como de exclusiva aplicación a los tributos que corres-
ponde establecer a la Generalidad de Cataluña, conforme
a las competencias que le reconocen los arts. 133.2
C.E., 44 y 50 E.A.C. y 6 y 9 L.O.F.C.A.» (STC 176/1999,
FJ 4).

Por tanto, en el caso que ahora nos ocupa cabe afir-
mar que el art. 32 de la Ley de la Asamblea Regional
de Murcia 8/1995, de 24 de abril, de Promoción y Par-
ticipación Juvenil, debe ser tratado con los mismos cri-
terios de interpretación contenidos en aquella otra Sen-
tencia. Por lo que, de conformidad con los artículos cita-
dos de la C.E. y de la L.O.F.C.A., así como con los corres-
pondientes del Estatuto de Autonomía de la Región de
Murcia (arts. 25 y 45), la única conclusión que se alcanza
es que las exenciones tributarias de que pueda gozar
la entidad de Derecho público Consejo de la Juventud
de la Región de Murcia han de referirse necesariamente
a las que pueda establecer la Asamblea regional auto-
nómica en relación con los tributos de su competencia.

4. No mejor suerte ha de correr el argumento final
del representante del Estado que considera inconstitu-
cional el precepto impugnado por vulnerar los arts. 2.3
L.O.F.C.A. y 50 del Estatuto de Autonomía, de los cuales
se desprende que la Región de Murcia gozará del mismo
tratamiento fiscal que la Ley reserve al Estado. Afirma
así que la legalidad tributaria vigente no establece para
el Estado y las Comunidades Autónomas idéntico régi-
men que para sus respectivos organismos autónomos,
y de ello deduce que el art. 32, al exigir esa equiparación,
quebranta dichos principios.

Ahora bien, esta última línea argumental también se
había descartado en la citada STC 176/1999, porque,
según se dijo allí, partiendo de que el planteamiento
del recurso se sustenta sobre el principio de la posible
afectación de concretas regulaciones tributarias ajenas
al ámbito competencial (en este caso, de la Región de
Murcia), negado ello de adverso y coincidiendo el ámbito
de aplicación del precepto cuestionado con el de esta
Comunidad Autónoma, como expresamente se razona
y concluye en el fundamento jurídico tercero de la pre-
sente resolución, es claro que queda privado de fun-
damento tal alegato, sin que, por tanto, se pueda deducir
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de su texto una equiparación con el tratamiento fiscal
que a la Región de Murcia atribuye el art. 50 de su
Estatuto de Autonomía.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de inconstitucionalidad inter-
puesto contra el art. 32 de la Ley de la Asamblea Regional
de Murcia 8/1995, de 24 de abril, de Promoción y Par-
ticipación Juvenil.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de marzo de dos mil.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de
Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás S.
Vives Antón.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—María Emilia Casas
Baamonde.—Firmado y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Vicente
Conde Martín de Hijas a la Sentencia recaída en el recur-

so de inconstitucionalidad núm. 2.805/95

Con el mayor respeto a los Magistrados que apoyan
la tesis mayoritaria reflejada en la Sentencia, y haciendo
uso de la facultad establecida en el art. 90.2 L.O.T.C.,
considero conveniente manifestar mi disentimiento del
acuerdo de la mayoría, formulando Voto particular, en
este caso por coherencia intelectual con mi precedente
Voto particular a la STC 176/1999, de 30 de septiembre
(«Boletín Oficial del Estado» de 3 de noviembre).

En la medida en que el precepto aquí recurrido es
en todo similar mutatis mutandis al que lo fue en el
recurso decidido por dicha Sentencia, y que la base de
la argumentación de la actual es casi de pura aplicación
de doctrina de aquélla, mi disentimiento de la actual
debe limitarse a la mera reiteración de lo que en relación
con ella ya expresé en mi precedente Voto particular,
que doy aquí por reproducido por simple remisión.

En tal sentido evacúo éste mi Voto particular.

Madrid, a dieciséis de marzo de dos mil.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Firmado y rubricado.

7044 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen-
tencia 136/1999, de 20 de julio de 1999,
del Tribunal Constitucional, publicada en el
suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
núm. 197, de 18 de agosto de 1999.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia
núm. 136, de 20 de julio de 1999, del Tribunal Cons-
titucional, publicada en el suplemento al «Boletín Oficial
del Estado» núm. 197, de 18 de agosto de 1999, se
transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la pág. 37, segunda columna, tercer párrafo,
línea 3 y siguiente, donde dice: «en referencia específica
los incidentes de recusación», debe decir: «en referencia
específica a los incidentes de recusación».

En la pág. 39, primera columna, segundo párrafo,
línea 9 y siguiente, donde dice: «de 23 de abril de 1996

(caso Bulut, § 32)», debe decir: «22 de febrero de 1996
(caso Bulut, § 32)».

En la pág. 42, primera columna, tercer párrafo, línea 6
y siguiente, donde dice: «36/1993, fundamento jurídico
7.o», debe decir: «336/1993, fundamento jurídico 7.o».

En la pág. 43, primera columna, primer párrafo,
línea 31 y siguiente, donde dice: «de 22 de agosto de
1994 (caso Jersild, § 31)», debe decir: «de 23 de sep-
tiembre de 1994 (caso Jersild, § 31)».

En la pág. 49, segunda columna, segundo párrafo,
línea 12, donde dice: «(art. 411, párrafo 1.o 1)», debe
decir: «(art. 411, párrafo 1.o)».

En la pág. 52, primera columna, primer párrafo,
línea 3, debe ser suprimida la cita de la STC 169/1989.

En la pág. 56, segunda columna, primer párrafo, pri-
mera línea y siguiente, donde dice: «Sentencia del
T.E.D.H. de 8 de febrero de 1997», debe decir: «Sen-
tencia del T.E.D.H. de 8 de febrero de 1996».

En la pág. 57, segunda columna, segundo párrafo,
línea 21, donde dice: «art. 174 bis b) del Código Penal»,
debe decir: «art. 174 bis a) del Código Penal».

En la pág. 58, segunda columna, tercer párrafo,
línea 2, donde dice: «art. 174 bis, del Código Penal»,
debe decir: «art. 174 bis a), del Código Penal».

En la pág. 59, primera columna, segundo párrafo,
línea 24 y siguiente, donde dice: «(art. 13.2 C.E.)», debe
decir: «(art. 13.3 C.E.)».

En la pág. 62, primera columna, primer párrafo,
línea 12 y siguiente, donde dice: «22 de marzo de 1995
(asunto Prager y Oberschlick, § 34]», debe decir: «26
de abril de 1995 (asunto Prager y Oberschlick, § 34)]».

En la pág. 62, segunda columna, primer párrafo,
línea 2, donde dice: «23 de abril de 1996 (asunto Bulut,
§ 32)», debe decir: «22 de febrero de 1996 (asunto
Bulut, § 32)».

En la pág. 63, primera columna, tercer párrafo,
línea 34 y siguiente, donde dice: «Decisión de la Comi-
sión de 8 de julio de 1978 (asunto Enslin, Baader y
Raspe c. RFA)», debe decir: «Decisión de la Comisión
de 8 de julio de 1978 (asunto Ensslin, Baader y Raspe
c. RFA)».

En la pág. 65, segunda columna, cuarto párrafo,
línea 13 y siguiente, donde dice: «2 de septiembre de
1995 (asunto Vogt, § 52), debe decir: «26 de septiembre
de 1995 (asunto Vogt, § 52)».

En la pág. 65, segunda columna, cuarto párrafo,
línea 14 y siguiente, donde dice: «22 de agosto de 1994
(asunto Jersild, § 37)», debe decir: «23 de septiembre
de 1994 (asunto Jersild, § 37)».

En la pág. 65, segunda columna, cuarto párrafo,
línea 23, aparece citada en dos ocasiones la STC
104/1986, por lo que debe ser suprimida la segunda
cita.

En la pág. 69, primera columna, segundo párrafo,
línea 8 y siguiente, donde dice: «20 de marzo de 1995
(asunto Piermont, § 77)», debe decir: «27 de abril
de 1995 (asunto Piermont, § 77)».

En la pág. 69, primera columna, segundo párrafo,
línea 9 y siguiente, donde dice: «23 de noviembre de
1994 (asunto Vereinigung demokratischer Soldaten
Österreichs y Gubi, § 38)», debe decir: «19 de diciembre
de 1994 (asunto Vereinigung demokratischer Soldaten
Österreichs y Gubi, § 38)».

En la pág. 69, primera columna, tercer párrafo,
línea 23 y siguiente, donde dice: «Markt Intern Verlag
GmbH y Klaus Beerman (S. de 20 de octubre de 1989,
§ 35 y 36)», debe decir: «Markt Intern Verlag GmbH
y Klaus Beerman (S. de 20 de noviembre de 1989, § 35
y 36)».

En la pág. 69, segunda columna, tercer párrafo,
línea 3, donde dice: «de 22 de agosto de 1994 (caso
Jersild)», debe decir: «de 23 de septiembre de 1994
(caso Jersild)».


